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El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Durango, 
en cumplimiento a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 115 de 
la Ley de Amparo, hace constar y certifica que previo a la celebración 
de la audiencia constitucional se revisó exhaustivamente este 
expediente por lo que está debidamente integrado para emitir la 
resolución correspondiente. Durango, Durango, a siete de julio de 
dos mil veintiséis. 

EL SECRETARIO

JESÚS GUERRERO DURÁN 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. En la ciudad de Durango, capital del 

Estado del mismo nombre, a las diez horas con diez minutos del 

siete de julio de dos mil veintiséis, señalados para que tenga 

verificativo la audiencia constitucional en el presente juicio de 

garantías, se procede a celebrarla sin asistencia de las partes en virtud 

de que no gestionaron que esta diligencia se llevara a cabo por el 

método de “videoconferencia”. Abierta la audiencia por el Titular del 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Durango, Juez Carlos 

Eduardo López Fuentes, con el Secretario de la sección de amparo 

Jesús Guerrero Durán, quien informa de todas las constancias que 

integran el expediente, sin que sea necesario hacer mención expresa 

de cada una de ellas conforme a la tesis visible en la foja 185, del 

Tomo IV, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del 

Semanario Judicial de la Federación, que sustentó la extinta Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación bajo el título 

“PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA AUDIENCIA 

CONSTITUCIONAL”, asimismo da cuenta que en el acuerdo de tres 

de julio en curso se reservó el análisis del escrito de la parte quejosa, 

mediante el cual intenta ampliar su demanda de amparo. Enseguida el 

Juez tiene por hecha la relación de constancias y dispone que no se 

realice mayor pronunciamiento sobre el citado escrito de la parte 

disconforme, dado que existe suficiente información a fin de resolver 
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conforme a derecho. Abierto el período probatorio, con apoyo en los 

artículos 119, 123 y 124 de la Ley de Amparo, se tienen por admitidas y 

desahogadas las documentales que se allegaron al expediente, así 

como la instrumental de actuaciones y presuncional en su doble 

aspecto, atento a su propia y especial naturaleza, y en virtud de que no 

existen más pruebas pendientes por desahogar se cierra esta etapa y 

se abre la de alegatos, en que se tienen por reproducidos los 

expuestos por las partes que hicieron uso de ese derecho, con lo que 

se cierra este periodo y se dan por concluidas las primeras dos fases 

de esta audiencia constitucional, y se pasa al estudio del expediente 

con el propósito de dictar resolución.

V I S T O, para dictar sentencia, el juicio de amparo 457/2026, 

promovido por  ********* *********** ******** ******* 

** ******* ********, a través de su representante  **** ***** 

***** *****, contra actos del Congreso del Estado de Durango, y de 

otras autoridades, por considerarlos violatorios de los artículos 14, 16 y 

31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Mediante escrito presentado en línea el veintisiete de 

marzo de dos mil veintiséis a través del Portal de Servicios en Línea del 

Poder Judicial de la Federación,  ********* *********** 

******** 
******* ** 
******* 
********, demandó a través de su 
representante  **** ***** ***** ***** el amparo y protección de la 

Justicia Federal contra las autoridades y por los actos que precisó.

SEGUNDO. Por razón de turno correspondió el conocimiento de 

la demanda a este Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de 

Durango, que se admitió por acuerdo de treinta de marzo de dos mil 

veintiséis bajo el número 457/2026, en el que se solicitó a las 
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autoridades señaladas como responsables sus informes con 

justificación; se otorgó intervención al Agente del Ministerio Público de 

la Federación; se habilitaron días y horas inhábiles para la práctica de 

notificaciones personales; se previno a las partes en términos de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental y del Reglamento Conjunto de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la 

aplicación de la referida ley; y se señaló día y hora para la celebración 

de la audiencia constitucional.

TERCERO. En el acuerdo de seis de mayo de dos mil veintiséis 

se tuvo por ampliada la demanda de amparo, por cuanto a las 

autoridades, los actos y los conceptos de violación que precisó la parte 

quejosa, por lo que se requirió sus informes justificados a las 

autoridades responsables y previo diferimiento en una ocasión por 

motivo legal, la audiencia constitucional inició al tenor del acta que 

antecede; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Este Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de 

Durango es legalmente competente para resolver el presente juicio de 

garantías, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103, 

fracción I, y 107, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 37 de la Ley de Amparo y 46 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, dado que se reclaman actos 

provenientes de autoridades cuya residencia está comprendida dentro 

del territorio en que ejerce jurisdicción conforme al artículo cuarto, 

fracción XXV, del Acuerdo General 3/2013, del entonces Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal.
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SEGUNDO. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 74, 

fracción I, de la Ley de Amparo, y la jurisprudencia 40/2000, del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 32, 

del Tomo XI, Abril de 2000, Novena Época, del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, intitulada “DEMANDA DE AMPARO. DEBE 

SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD”, es conveniente precisar 

que del análisis integral de la demanda de garantías, en armonía con la 

totalidad de la información allegada a este expediente, se desprende 

que la aquí quejosa ********* *********** ******** ******* 

** ******* ******** , reclama en relación con el derecho sobre el 

servicio de alumbrado público o servicio público de iluminación:

1. Del Congreso y del Gobernador Constitucional, ambos del 

Estado de Durango, el proceso legislativo de los artículos 208, 209 y 

210 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de Durango, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el seis de 

marzo de mil novecientos ochenta y ocho.

2. Del Ayuntamiento del Municipio de Durango, del Director 

Municipal de Administración y Finanzas del mismo Ayuntamiento, y de 

Comisión Federal de Electricidad, Empresa Pública del Estado, la 

aplicación de los citados artículos.

TERCERO. Es cierta la existencia de los normativos reclamados 

ya que con independencia del contenido de los informes justificados de 

las autoridades responsables que intervinieron en su proceso 

legislativo, para su demostración basta con que se hayan publicado en 

el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, ya que se 

trata de derecho que no está sujeto a prueba conforme a los artículos 

266 y 269 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, 

de aplicación supletoria a la Ley de Amparo.
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Sustenta la jurisprudencia 2a./J. 65/2000, compilada en la 

página 260, del Tomo XII, Agosto de 2000, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que establece:

“PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE 
LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE 
INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. Respecto de las leyes, 
reglamentos, decretos y acuerdos de interés general, 
no se necesita probar su existencia en autos, pues 
basta que estén publicados en el Diario Oficial, para 
que la autoridad judicial esté obligada a tomarlos en 
cuenta, en virtud de su naturaleza y obligatoriedad, y 
porque la inserción de tales documentos en el órgano 
oficial de difusión tiene por objeto dar publicidad al 
acto de que se trate, y tal publicidad determina 
precisamente que los tribunales, a quienes se les 
encomienda la aplicación del derecho, por la 
notoriedad de ese acontecimiento, no puedan argüir 
desconocerlo”.

Así como la tesis VII.3o.C.16 K publicada en la página 1343, del 

Tomo XVIII, Septiembre de 2003, Novena Época, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“AMPARO CONTRA LEYES. LA EXISTENCIA DEL 
ORDENAMIENTO LEGAL RECLAMADO NO DEPENDE 
DE LOS INFORMES QUE RINDAN LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES, PUES EL DERECHO NO ES OBJETO 
DE PRUEBA. Tratándose del juicio de amparo contra 
leyes, la existencia o no del ordenamiento legal 
reclamado debe establecerse atento lo dispuesto por 
los artículos 86 y 88 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 
juicio de garantías, en cuanto disponen que sólo los 
hechos estarán sujetos a prueba, y los notorios pueden 
ser invocados -de oficio- por el propio órgano 
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jurisdiccional. Por ende, el tenerlo o no por cierto, no 
depende únicamente de lo manifestado en los informes 
rendidos por las autoridades responsables, pues aun 
cuando no los rindieran, ni se desvirtuara por las 
partes el contenido de los mismos, es al juzgador a 
quien compete pronunciarse al respecto y cerciorarse 
realmente de su existencia, aplicando el principio 
jurídico relativo a que el derecho no es objeto de 
prueba”. 

Además, de los informes justificados del representante legal del 

Ayuntamiento del Municipio de Durango y del Director Municipal de 

Administración y Finanzas del mismo Ayuntamiento, así como de la 

apoderada y del Superintendente de Zona Durango, ambos de 

Comisión Federal de Electricidad, Empresa Pública del Estado, deriva 

la existencia de los actos que les reprocha la quejosa  ********* 

*********** ******** ******* ** ******* ********, relativos a la 

aplicación de numerales que contemplan el derecho de servicio de 

alumbrado público o servicio público de iluminación. 

Cabe citar la jurisprudencia 2a./J. 113/2006, publicada en la 

página 294 del Tomo XXIV, Agosto de 2006, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que señala: 

“COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA EMISIÓN 
DEL AVISO-RECIBO RELATIVO AL PAGO DE 
DERECHOS DE ALUMBRADO PÚBLICO, DERIVADO DE 
UNA LEY DE INGRESOS MUNICIPAL, CONSTITUYE UN 
ACTO DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS QUE 
ESTABLECEN DICHOS DERECHOS. La Ley de Ingresos 
Municipal que establece como ingresos de la hacienda 
pública el pago de derechos por el servicio de 
alumbrado público, cuyo monto se conoce hasta la 
notificación del recibo, es heteroaplicativa, ya que por 
su sola entrada en vigor no causa perjuicio ni modifica 
alguna situación jurídica existente, sino que la 
obligación de contribuir al gasto público ocasionado 
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por ese servicio será exigible hasta que el gobernado 
conozca el monto de esa contribución respecto de 
determinada periodicidad cuando la Comisión Federal 
de Electricidad, mediante el aviso-recibo que para ese 
efecto emita, realice su cobro; por tanto, dicho aviso 
constituye el acto concreto de aplicación de las normas 
que establecen los derechos por el servicio de 
alumbrado público, porque en él se encuentran 
especificadas la determinación y cuantificación de los 
referidos derechos”.

CUARTO. El estudio de las causas de improcedencia del juicio 

de garantías es preferente al de fondo por ser una cuestión de orden 

público conforme al artículo 62 de la Ley de Amparo, en cuanto señala:

“ARTÍCULO 62. Las causas de improcedencia se 
analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que 
conozca del juicio de amparo”.

En ese sentido tiene exacta aplicación la jurisprudencia 814, 

publicada en la página 553, del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice 

al Semanario Judicial de la Federación de 1995, que establece:

“IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE 
AMPARO. Las causales de improcedencia del juicio de 
amparo, por ser de orden público deben estudiarse 
previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que 
sea la instancia”.

Ahora, la apoderada de Comisión Federal de Electricidad, 

Empresa Pública del Estado, plantea el sobreseimiento de este juicio 

de garantías porque su poderdante no actúa como autoridad, por lo 

que los numerales 1, fracción I, 5, fracción II, y  61, fracción XXIII, de la 

Ley de Amparo, señalan:

“ARTÍCULO 1. El juicio de amparo tiene por objeto 
resolver toda controversia que se suscite:
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I. Por normas generales, actos u omisiones de 
autoridad que violen los derechos humanos 
reconocidos y las garantías otorgadas para su 
protección por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como por los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte;

…”.

“ARTÍCULO 5. Son partes en el juicio de amparo:

…

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con 
independencia de su naturaleza formal, la que dicta, 
ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, 
modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 
unilateral y obligatoria; u omita el acto que de 
realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas 
situaciones jurídicas.

Para los efectos de esta Ley, las y los particulares 
tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, que 
afecten derechos en los términos de esta fracción, y 
cuyas funciones estén determinadas por una norma 
general.

…”.

“ARTÍCULO 61. El juicio de amparo es improcedente:

…

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia 
resulte de alguna disposición de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta 
Ley”.

 En interpretación del concepto general de autoridad para 

efectos del juicio de amparo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación sustentó la tesis P. XXVII/97, que aparece publicada en la 
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página 118, del Tomo V, Febrero de 1997, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que establece: 

“AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE 
ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN 
LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE 
CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES 
JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL 
GOBERNADO. Este Tribunal Pleno considera que debe 
interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece 
publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, 
que es del tenor siguiente: "AUTORIDADES PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 
'autoridades' para los efectos del amparo, comprende a 
todas aquellas personas que disponen de la fuerza 
pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de 
hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad 
material de obrar como individuos que ejerzan actos 
públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que 
disponen.", cuyo primer precedente data de 1919, dado 
que la realidad en que se aplica ha sufrido cambios, lo 
que obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo 
intérprete de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios 
ajustándolos al momento actual. En efecto, las 
atribuciones del Estado Mexicano se han incrementado 
con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho 
pasamos a un Estado social de derecho con una 
creciente intervención de los entes públicos en 
diversas actividades, lo que ha motivado cambios 
constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del 
Estado en materia económica, que a su vez modificó la 
estructura estadual, y gestó la llamada administración 
paraestatal formada por los organismos 
descentralizados y las empresas de participación 
estatal, que indudablemente escapan al concepto 
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tradicional de autoridad establecido en el criterio ya 
citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la 
actualidad conduce a la indefensión de los gobernados, 
pues estos organismos en su actuación, con 
independencia de la disposición directa que llegaren a 
tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una 
norma legal pueden emitir actos unilaterales a través 
de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante 
sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de 
los gobernados, sin la necesidad de acudir a los 
órganos judiciales ni del consenso de la voluntad del 
afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que les 
están atribuidas en la ley y que por ende constituyen 
una potestad administrativa, cuyo ejercicio es 
irrenunciable y que por tanto se traducen en 
verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza 
pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal 
Pleno considera que el criterio supracitado no puede 
ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino 
que debe atenderse a las particularidades de la especie 
o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin 
de establecer si a quien se atribuye el acto es autoridad 
para efectos del juicio de amparo, debe atender a la 
norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar 
decisiones o resoluciones que afecten unilateralmente 
la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse 
mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de 
otras autoridades”. 

Ahora bien, la quejosa ********* *********** ******** 

******* ** ******* ******** , reclama de Comisión Federal de 

Electricidad, Empresa Pública del Estado, la aplicación de numerales 

que contemplan el derecho de servicio de alumbrado público o servicio 

público de iluminación.

Sin embargo, dicho ente público no es autoridad para efectos del 

este juicio de amparo, ya que únicamente lleva a cabo la recaudación 

del pago de ese derecho y la emisión del aviso-recibo correspondiente, 
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con lo que actúa como auxiliar del Ayuntamiento del Municipio de 

Durango, pero de ninguna manera crea, modifica o extingue 

unilateralmente una situación que afecte la esfera legal de la aquí 

quejosa, sino que actúa en un plano de coordinación como particular 

en auxilio de la administración pública municipal.  

Es de citar la jurisprudencia 2a./J. 112/2006, consultable en la 

página 293, del Tomo XXIV, Agosto de 2006, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dispone: 

“COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. ACTÚA 
COMO PARTICULAR EN AUXILIO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL CUANDO 
DETERMINA Y RECAUDA EL DERECHO POR EL 
SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO. Cuando la 
Comisión Federal de Electricidad, en observancia de lo 
dispuesto en la Ley de Ingresos Municipal respectiva y 
conforme al acuerdo o contrato celebrado con el 
Ayuntamiento, determina y recauda el pago de 
derechos por el servicio de alumbrado público, 
emitiendo el aviso-recibo correspondiente, no realiza 
actos de autoridad para efectos del juicio de amparo, 
porque no crea, modifica o extingue, unilateralmente, 
una situación que afecte la esfera legal del particular, 
sino que actúa en un plano de coordinación como 
particular en auxilio de la administración pública 
municipal, toda vez que ni del artículo 9o. de la Ley del 
Servicio Público de Energía Eléctrica ni de la 
legislación municipal aplicable se advierte que la 
Comisión Federal de Electricidad tenga facultades 
coercitivas para exigir al contribuyente el pago de los 
derechos por el servicio de alumbrado público, sino 
que se establece cierto procedimiento administrativo 
de ejecución por parte de las autoridades municipales”. 
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También la tesis 2a./J. 71/2018 (10a.), visible en la página 1296, 

del Libro 55, Junio de 2018, Tomo II, Décima Época, de la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, que establece: 

“COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 112/2006 SIGUE SIENDO 
APLICABLE A LOS ACTOS QUE REALIZA EN 
RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN Y 
RECAUDACIÓN DEL PAGO DE DERECHOS POR EL 
SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, CONFORME A 
LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE 
ABRIL DE 2013. La anterior integración de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó que la Comisión Federal de Electricidad no 
realiza actos de autoridad para efectos del juicio de 
amparo cuando determina y recauda el pago de 
derechos por el servicio de alumbrado público, en 
observancia a diversas leyes locales y conforme al 
convenio que celebre con las autoridades de ese nivel 
de gobierno. A pesar de que dicho criterio fue emitido 
conforme a la Ley de Amparo de 1936 abrogada, sigue 
siendo aplicable en términos del artículo sexto 
transitorio de la Ley que la sustituyó, porque a pesar de 
que ésta prevea la posibilidad de promover un juicio de 
amparo contra actos de particulares que sean 
equivalentes a los de autoridad, ambas legislaciones 
coinciden en condicionar su procedencia a la 
existencia de una función prevista en una norma 
jurídica, y cuyo efecto repercuta de manera unilateral y 
obligatoria en el ámbito de derechos de cierta persona. 
Esta situación no se actualiza cuando la Comisión 
Federal de Electricidad da a conocer las cantidades que 
el gobernado debe pagar por concepto de derechos por 
el servicio de alumbrado público en el aviso-recibo, 
pues esa facultad no implica otorgarle atribuciones 
para ejecutar el cobro, mismas que se reservan a las 
autoridades municipales”.

JE
SU

S G
U

E
R

R
E

R
O

 D
U

R
A

N
706a6620636a6633000000000000000000018c9a
18/05/29 15:22:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de Amparo Indirecto 457/2026.

13

Amparo 
Indirecto

457/2026

A

De manera que se actualiza la causa de improcedencia que se 

analiza en relación con Comisión Federal de Electricidad, Empresa 

Pública del Estado, lo que conlleva a decretar el sobreseimiento en 

este juicio de garantías con apoyo en el artículo 63, fracción V, de la 

Ley de Amparo.

Por otro lado, el Secretario de Servicios Jurídicos del Congreso 

del Estado de Durango plantea la causa de improcedencia prevista en 

el normativo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en tanto que no se 

desprende que el amparista haya recibido afectación material y directa 

por alguna contribución, cuyo dispositivo establece:

“ARTÍCULO 61. El juicio de amparo es improcedente:

…

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos 
o legítimos de la persona quejosa, en los términos 
establecidos en la fracción I del artículo 5o. de la 
presente Ley, y contra normas generales que requieran 
de un acto de aplicación posterior al inicio de su 
vigencia;

…”.

Sin embargo, es infundada esa causa de improcedencia en tanto 

que del aviso-recibo de Comisión Federal de Electricidad a nombre de 

la amparista, relativo al número de servicio  ************, y la 

información del SICOM (Sistema Comercial) correspondiente a dicho 

suministro con “…R.P.U.  ************…”, que obran en autos, 

evidencian el acto de aplicación de los normativos atacados en relación 

con el derecho sobre el servicio de alumbrado público o servicio público 

de iluminación y la afectación de la quejosa  ********* 

*********** ******** ******* ** 
******* ********, incluso es de 
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recordar la citada jurisprudencia 2a./J. 113/2006, de rubro “COMISIÓN 

FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA EMISIÓN DEL AVISO-RECIBO 

RELATIVO AL PAGO DE DERECHOS DE ALUMBRADO PÚBLICO, 

DERIVADO DE UNA LEY DE INGRESOS MUNICIPAL, CONSTITUYE 

UN ACTO DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS QUE ESTABLECEN 

DICHOS DERECHOS”.

Finalmente, el Consejero General de Asuntos Jurídicos del 

Gobierno del Estado de Durango alega la improcedencia de este juicio 

constitucional, en tanto que la quejosa reclama disposiciones que se 

encuentran derogadas, sin embargo, es infundado tal argumento en 

tanto que involucra cuestiones relacionadas con el fondo del asunto al 

atacarse su aplicación actual.

Es atinente la jurisprudencia número P./J. 135/2001, visible en la 

página 5, del Tomo XV de Enero de 2002, del Pleno, Novena Época, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que 

dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE 
HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL 
ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ 
DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del 
juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de 
lo que se desprende que si se hace valer una en la que 
se involucre una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe 
desestimarse”.

QUINTO. Es innecesario transcribir los conceptos de violación 

expresados por la parte quejosa al tenor de la jurisprudencia 2a./J. 

58/2010, consultable en la página 830, del Tomo XXXI, Mayo de 2010, 

Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

que señala:
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“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO 
ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los 
preceptos integrantes del capítulo X "De las 
sentencias", del título primero "Reglas generales", del 
libro primero "Del amparo en general", de la Ley de 
Amparo, no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de violación o, 
en su caso, los agravios, para cumplir con los 
principios de congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando 
precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 
demanda de amparo o del escrito de expresión de 
agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe 
estar vinculada y corresponder a los planteamientos de 
legalidad o constitucionalidad efectivamente 
planteados en el pliego correspondiente, sin introducir 
aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin 
embargo, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando al prudente arbitrio del 
juzgador realizarla o no, atendiendo a las 
características especiales del caso, sin demérito de que 
para satisfacer los principios de exhaustividad y 
congruencia se estudien los planteamientos de 
legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 
hayan hecho valer”.

SEXTO. Son esencialmente fundados los conceptos de violación 

que plantea la quejosa  ********* *********** ******** 

******* ** ******* ********, en relación con la legalidad tributaria y la 

invasión de competencia federal, ya que se toma como base para el 

cobro del derecho analizado el consumo de energía eléctrica.

En principio, en el acuerdo de dos de junio de dos mil veintiséis 

se advirtió lo siguiente:
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“…Vistos; en su informe justificado el Representante 
Legal del Ayuntamiento de Durango y el Director 
Municipal de Administración y Finanzas expusieron, en 
lo interesante: 

“…En este particular el cobro reclamado por la hoy 
Quejosa, obedece en principio a lo previsto en la Ley 
de Hacienda para los Municipios del Estado de 
Durango, mismo que establece textualmente lo 
siguiente: 

ARTÍCULO 208. Son contribuyentes del derecho de 
iluminación pública en las calles, plazas, parques, 
jardines y demás lugares de uso común, los usuarios 
de las tarifas de la Comisión Federal de Electricidad 1, 
1B, 1C, 2, 3, 8 y 12 publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación del día 31 de diciembre de 1986 y las que se 
lleguen a decretar. (sic) 

ARTÍCULO 209. La tasa para determinar el monto de 
derecho de Servicio Público de Iluminación, será del 
4% en las tarifas 1, 1A, 1B, 1C, 2 y 3 del 7% en las 
tarifas 8, 12 y otras tarifas que establezca la Comisión 
Federal de Electricidad, las tasas de derecho de 
aplicación sobre la base del resultado de la aplicación 
de los factores de utilización de las cargas instaladas 
en las tarifas anteriormente mencionadas. 

ARTÍCULO 210. El derecho por servicio público de 
iluminación será recaudado por conducto de la 
Comisión Federal de Electricidad y se aplicarán de 
conformidad con los convenios que los HH. 
Ayuntamiento celebren con dicha Institución. 

A su vez los artículos 131 al 133 de la Ley de Ingresos 
para el Municipio de Durango, Ejercicio Fiscal 2026, los 
cuales prevén textualmente lo siguiente: 

…(se transcriben) 

Expresado lo anterior, encontramos que el cobro por 
Servicio Público de Iluminación y/o Derecho de 
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Alumbrado Público, encuentra su legal aplicación en lo 
previsto en los preceptos legales expresados con 
anterioridad, por lo que la actuación de esta 
responsable, por conducto de la Comisión Federal de 
Electricidad, al ejercer el cobro debido, se encuentra 
debidamente fundado y motivado…”. 

Por su lado, en su informe justificado el Consejero 
General de Asuntos Jurídicos del Gobierno del Estado 
de Durango señaló, en lo relevante: 

“…II. ANTECEDENTES 

1. Con fecha seis de marzo de dos mil veintiséis, la 
parte quejosa aduce que efectuó un pago, respecto del 
cual se emitió el recibo que constituye el acto 
reclamado. 

2. Dicho acto fue emitido conforme al marco jurídico 
vigente, esto es, la nueva Ley de Hacienda de los 
Municipios de Durango, en vigor a partir del uno de 
enero de dos mil veintiséis. 

3. En ese sentido la parte quejosa, formula conceptos 
de violación en contra de disposiciones contenidas en 
una ley abrogada, las cuales no se encontraban 
vigentes ni fueron aplicadas en el acto reclamado. 

… 

En efecto, la parte quejosa pretende combatir la 
constitucionalidad de la Ley de Hacienda para los 
Municipios para el Estado de Durango, publicada en el 
Periódico Oficial 19 bis, de fecha seis de marzo de mil 
novecientos ochenta y ocho, específicamente los 
artículos 208, 209 y 210 abrogada; sin embargo, su 
planteamiento resulta jurídicamente improcedente por 
las siguientes razones: 

La disposición invocada por la parte quejosa 
corresponde a una Ley de Hacienda de los Municipios 
para el Estado de Durango abrogada, la cual dejó de 
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tener vigencia a partir del uno de enero de dos mil 
veintiséis. Por tanto, dicha norma no se encontraba 
vigente al momento del acto reclamado, y no puede 
generar afectación jurídica actual. 

En ese sentido, los artículos 208, 209 y 210, regulaban 
el impuesto para la modernización de los registros 
públicos, sin embargo no tiene correspondencia en la 
ley vigente, ni subsiste como figura jurídica, por lo que 
se trata de una disposición totalmente desaparecida del 
sistema normativo…”. 

En tal virtud, resulta necesario requerir al 
Representante Legal del Ayuntamiento de Durango y al 
Director Municipal de Administración y Finanzas, así 
como al Consejero General de Asuntos Jurídicos del 
Gobierno del Estado de Durango, a fin de que en el 
término de cinco días: 

a). Aclaren la situación que impera con la legislación 
hacendaria estatal a que han hecho referencia, puesto 
que las autoridades municipales le otorgan vigencia y 
la autoridad estatal la estima abrogada. 

b). La propia autoridad estatal informe la fecha en que 
se publicó en el Periódico Oficial del Estado de 
Durango la pérdida de vigencia de la Ley de Hacienda 
de los Municipios del Estado de Durango a partir del 
uno de enero de dos mil veintiséis…”.

En contestación a dicho auto, el Consejero General de Asuntos 

Jurídicos del Gobierno del Estado de Durango señaló:

“…III. CONCLUSIÓN FINAL

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, basado 
estrictamente en el texto oficial de la ley vigente, se 
concluye:

1. Que la aparente contradicción y la diferencia en la 
numeración de la ley vigente (186 artículos) se explican 
por el reordenamiento normativo de 2006 y la 
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excepción expresa de vigencia contenida en el Artículo 
Segundo Transitorio del Decreto 237/2006.

2. Que los artículos 208, 209 y 210 SÍ SON VIGENTES, 
APLICABLES Y VÁLIDOS, y constituyen el fundamento 
legal del cobro realizado por la autoridad municipal.

3. Que el acto reclamado se encuentra debidamente 
fundado en derecho…”.

Por su parte, el delegado del Ayuntamiento del Municipio de 

Durango y de la Dirección Municipal de Administración y Finanzas del 

mismo Ayuntamiento expresó:

“…Al respecto me permito manifestar que, por un error 
se señaló que la recaudación por Servicio Público de 
Iluminación y/o Derecho de Alumbrado Público, para el 
ejercicio fiscal 2026, se encuentra debidamente 
reglamentado en la Ley de Hacienda para los 
Municipios del Estado de Durango, haciendo referencia 
a los artículos 208, 209 y 210, de la Ley de Hacienda 
para los Municipios del Estado de Durango (derogada), 
y por consecuencia en la Ley de Ingresos del Municipio 
de Durango para el Ejercicio Fiscal 2026.

Los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios 
del Estado de Durango, que fueron señalados 
erróneamente en el informe rendido por las autoridades 
municipales, fueron derogados mediante el Decreto No. 
676 publicado en el Periódico Oficial No. 77 de fecha 26 
de septiembre de 2021…”.  

De lo que se desprende que tales autoridades responsables 

cambiaron sus posturas expuestas en sus informes justificados, pero 

subsiste la falta de uniformidad en sus dichos.  

Ahora bien, la sociedad amparista controvierte los dispositivos 

208, 209 y 210 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de 
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Durango, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el 

seis de marzo de mil novecientos ochenta y ocho, y su aplicación, que 

junto con el transitorio Artículo Segundo de la Ley de Hacienda para los 

Municipios del Estado de Durango, publicada en el mismo medio de 

difusión oficial el veinte de julio de dos mil seis, señalan:

CAPÍTULO XVIII

POR SERVICIO PÚBLICO DE ILUMINACIÓN.

“ARTÍCULO 208. Son contribuyentes del derecho de 
iluminación pública en las calles, plazas, parques, 
jardines y demás lugares de uso común, los usuarios 
de las tarifas de la Comisión Federal de Electricidad 1, 
1B, 1C, 2, 3, 8 y 12 publicadas, en el Diario Oficial de la 
Federación del día 31 de diciembre de 1986 y las que se 
lleguen a decretar”.

“ARTÍCULO 209. La tasa para determinar el monto de 
servicio público de iluminación será de un 6% en las 
tarifas 1, 2, y 3 y del 5% en las tarifas 1A,  1B y 1C, del 
10% en las tarifas 8 y 12 y otras tarifas que establezca 
la Comisión Federal de Electricidad. Las tasas de 
derecho de aplicación sobre la base del resultado de la 
aplicación de los factores de utilización de las cargas 
instaladas en las tarifas anteriormente mencionadas”. 

“ARTÍCULO 210. El derecho por servicio público de 
iluminación será recaudado por conducto de la 
Comisión Federal de Electricidad y se aplicarán de 
conformidad con los convenios que los HH. 
Ayuntamiento celebren con dicha Institución”.

“Artículo Segundo.- Se abroga la Ley de Hacienda de 
los Municipios para el Estado de Durango expedida 
mediante decreto No. 128, y publicada en el Periódico 
Oficial 19 bis, de fecha 6 de marzo de 1988, así como 
sus subsecuentes reformas; exceptuando lo contenido 
en el capítulo XVIII del Título III denominado por 
Servicio Público de Iluminación”.
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Por su lado, los numerales 131, 132, 133 de la Ley de Ingresos 

del Municipio de Durango, Durango, para el ejercicio fiscal dos mil 

veintiséis, dicen: 

SECCIÓN XI

POR SERVICIO PÚBLICO DE ILUMINACIÓN

“ARTÍCULO 131. El artículo 115, fracción III, inciso b) de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que los municipios tendrán a su 
cargo el servicio de alumbrado público.

Asimismo, el citado artículo, en su fracción IV, 
establece que los Ayuntamientos, en el ámbito de su 
competencia, propondrán a las legislaturas estatales 
las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos y 
contribuciones de mejoras. 

Por tanto, para el cobro del derecho sobre el servicio 
de alumbrado público se tomará como base lo 
siguiente: 

a) El hecho imponible (objeto): el servicio de alumbrado 
público que se preste en los boulevares, avenidas, 
calles, callejones, andadores, plazas, parques, jardines 
y todos aquellos lugares de uso común; 

b) Sujetos: las personas físicas o morales propietarias, 
poseedoras, usufructuarias o usuarias de predios 
ubicados en el territorio del municipio, que reciban el 
servicio de alumbrado público. 

c) Base imponible: es el costo anual actualizado que 
eroga el municipio en la prestación del servicio de 
alumbrado público, entendiéndose por este, la suma 
que resulte del total de las erogaciones efectuadas por 
el municipio en el ejercicio fiscal anterior para brindar 
este servicio.
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El costo anual actualizado considera el importe del 
suministro de energía eléctrica para la prestación del 
servicio de alumbrado público y en general, el costo 
que representa al municipio la instalación, 
conservación y operación de la infraestructura del 
alumbrado público.

Los ingresos que se recauden por este concepto serán 
destinados exclusivamente para la prestación del 
servicio de alumbrado público. 

d) Tarifa: La cuota mensual para el pago del derecho de 
alumbrado público resultará de dividir el costo anual 
actualizado del ejercicio fiscal anterior erogado por el 
municipio en la prestación de este servicio, entre el 
número de sujetos de este derecho, dividido entre los 
12 meses correspondientes a un año. 

Costo anual actualizado = (Importe del suministro de 
energía eléctrica por alumbrado público pagado 
Comisión Federal de Electricidad (CFE) + Costo por 
instalación, conservación, y operación de la 
infraestructura del alumbrado público) x Factor 
Inflacionario.

e) Época de pago: El derecho por el servicio público de 
iluminación se causará en forma mensual o bimestral y 
se pagará mediante los recibos que para tal efecto 
emita la CFE, conforme a la tarifa descrita o su 
equivalente al bimestre. En estos casos se deberá 
incluir el importe de este derecho en el documento que 
expida la empresa, debiéndose pagar junto con el 
consumo de energía eléctrica en el plazo y en las 
oficinas autorizadas por esta última.

Es obligación de los habitantes del Municipio de 
Durango, contribuir en el pago de dicho servicio 
público y en el mantenimiento de las redes públicas e 
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infraestructura de iluminación mediante la presente 
aportación. 

Queda comprendido dentro de este marco todos los 
propietarios, poseedores, concesionarios y 
usufructuarios de predios urbanos y rústicos, 
federales, ejidales o comunales que por sí o por 
terceras personas no estén registrados en la CFE y que 
sean consumidores de energía eléctrica, siempre que 
cuenten con el servicio público de iluminación”.

“ARTÍCULO 132. Quienes no estén registrados 
conforme a lo señalado en el párrafo anterior, deberán 
efectuar el pago correspondiente ante la Tesorería 
Municipal. 

El municipio podrá otorgar subsidios a los usuarios del 
Servicio de Alumbrado Público a efecto de aminorar los 
aumentos en los consumos derivados de las 
condiciones climáticas de nuestra región, así como a la 
industria generada en el Municipio”.

“ARTÍCULO 133. Para efectos del cobro de este 
derecho, el Ayuntamiento podrá celebrar convenios de 
colaboración con la CFE”.

Además, el veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno se 

publicó en el Periódico Oficial del Estado de Durango el decreto 

referente a “ARTÍCULO ÚNICO. Se deroga el capítulo XVIII del 

Título III denominado por Servicio Público de Iluminación, 

aprobado mediante decreto No. 128, y publicado en el Periódico 

Oficial 19 bis, de fecha 6 de marzo de 1988 que contiene Ley de 

Hacienda de los Municipios del Estado de Durango…”, y se 

adicionaron los artículos 166 ter a 166 octies de la vigente Ley de 

Hacienda para los Municipios del Estado de Durango, publicada en el 

mismo medio de difusión oficial el veinte de julio de dos mil seis, que 

para el momento de los actos reprochados establecen:
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SECCIÓN VIGÉSIMA QUINTA

POR SERVICIO PÚBLICO DE ILUMINACIÓN

“Artículo 166 ter. Es objeto de este derecho la 
prestación del Servicio de Público de Iluminación a 
favor y en beneficio de la seguridad pública de los 
habitantes de los Municipios del Estado de Durango, 
Durango.

Son sujetos de este derecho, los propietarios o 
poseedores de predios urbanos o rústicos ubicados en 
el área territorial municipal”.

“Artículo 166 quater. Se entiende por Servicio de 
Alumbrado Público, la iluminación que el Municipio 
otorga a la comunidad en calles y avenidas de sectores 
habitacionales, comerciales e industriales, plazas, 
jardines y otros lugares de uso común.

La prestación de este servicio comprende la seguridad 
pública que se brinda al patrimonio mínimo 
indispensable de subsistencia y aquellos lucrativos 
con la iluminación, así como la planeación estratégica, 
la instalación de arbotantes, la realización de las obras 
de instalación, ejecución, operación y mantenimiento 
del sistema de alumbrado, así como la aplicación de 
políticas para la ampliación del servicio cuando las 
necesidades de la comunidad lo requieran”.

“Artículo 166 quinquies. La tarifa mensual 
correspondiente al derecho público de iluminación, 
será la obtenida como resultado de dividir el costo 
anual global general actualizado erogado por el 
Municipio en la prestación de este servicio, entre el 
número de usuarios registrados en la Comisión Federal 
de Electricidad.

El derecho por servicio público de Iluminación 
casusará en forma mensual y se pagará mediante los 
recibos que para tal efecto emita la Comisión Federal 
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de Electricidad, conforme a las tarifas que establezca 
cada municipio en su Ley de Ingresos.

Para efectos del cobro de este derecho, los 
ayuntamientos podrán celebrar convenios con la 
compañía o empresa suministradora del servicio de 
energía eléctrica en el municipio. En estos casos, se 
deberá incluir el importe de este derecho, en el 
documento que para tal efecto expida la compañía o la 
empresa, debiéndose pagar junto con el consumo de 
energía eléctrica, en el plazo y en las oficinas 
autorizadas por esta última”.

“Artículo 166 sexies. En caso de que existan predios 
rústicos o urbanos que no estén registrados en la 
Comisión Federal de Electricidad, éstos pagarán las 
tarifas que establezcan los municipios en sus leyes de 
Ingresos, mismas que serán integradas y, debidamente 
diferenciadas, en el estado de cuenta por concepto de 
impuesto predial que para tal efecto emite la Tesorería 
Municipal y, se deberá efectuar el pago de forma anual, 
independientemente de que para tal efecto se tomen 
como base las tarifas mensuales correspondientes”.

“Artículo 166 septies. Para los efectos de esta Ley se 
entenderá por "costo anual global general actualizado 
erogado" la suma que resulte del total de las 
erogaciones por gasto directamente involucrado con la 
prestación de este servicio, reflejados en el 
presupuesto de egresos del municipio”.

“Artículo 166 octies. Los contribuyentes del Derecho 
por el Servicio Público de Iluminación que residan en 
zonas de ubicación geográfica clasificadas como 
habitacionales, comerciales e industriales dentro de los 
municipios del Estado de Durango; recibirán un 
estímulo fiscal en función del grado de beneficio que 
en materia de seguridad pública otorga la iluminación 
del sistema de alumbrado, a su patrimonio.
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Una vez aplicado el estímulo fiscal de mérito, dichos 
contribuyentes pagarán el Derecho por el Servicio 
Público de Iluminación de conformidad con las tarifas 
finales que para tal efecto establezcan los municipios”.

Además, los artículos transitorios de esta legislación estatal 

vigente deriva lo siguiente:

TRANSITORIOS

“Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor el 1 
de enero de 2007, posterior a su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado del Gobierno del Estado.

La elaboración de iniciativas de leyes de ingresos que 
presenten los ayuntamientos para el ejercicio fiscal de 
2007, estarán de conformidad a lo dispuesto en la 
presente Ley”.

…

(Y sobre la adición publicada en el Periódico Oficial del 

Estado de Durango el veintiséis de septiembre de dos mil 

veintiuno)

“PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado de Durango”.

“SEGUNDO. Los municipios del Estado de Durango, en 
un término de quince días a partir de la publicación del 
presente decreto deberán adecuar sus leyes de 
ingresos, respecto del servicio público de iluminación”.

“TERCERO. Los municipios del Estado de Durango, a 
fin de establecer las cuotas del servicio de alumbrado 
público entre los usuarios, deberá solicitar a la 
Comisión Federal de Electricidad, el padrón de 
usuarios, y la Comisión, a su vez deberá proporcionarlo 
a los municipios”.

“CUARTO. Se derogan todas las disposiciones legales 
que se opongan al presente decreto”.
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Ahora bien, la quejosa ********* *********** ******** 

******* ** ******* ******** , aportó el aviso-recibo de Comisión 

Federal de Electricidad a su nombre relativo al número de servicio 

************, y la apoderada legal y el Superintendente de Zona 

Durango, ambos de Comisión Federal de Electricidad, Empresa Pública 

del Estado, expusieron la impresión del SICOM (Sistema Comercial) 

correspondiente a dicho suministro con “…R.P.U.  ************…”, 

de lo que deriva el importe subtotal del mes de febrero de dos mil 

veintiséis por  ********** e importe de derecho de alumbrado público 

(DAP) de ********* (con descripción de 10%), además de esta última 

documental el importe subtotal de marzo del mismo año por ********** 

e importe de derecho de alumbrado público (DAP) de ********* (con 

descripción de 10%), y de abril del propio año por ********** e importe 

de derecho de alumbrado público (DAP) de ********* (con descripción 

de 10%).

Entonces, dada la fórmula de porcentaje sobre la tarifa para 

evidenciar la tasa correspondiente al derecho de alumbrado público o 

servicio público de iluminación, deriva la aplicación de los numerales 

208, 209 y 210 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de 

Durango, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el 

seis de marzo de mil novecientos ochenta y ocho, atacados por la 

sociedad quejosa, de los cuales se desprenden tarifas y tasas en 

porcentajes, no así de los diversos de la vigente Ley de Hacienda para 

los Municipios del Estado de Durango, publicada en el mismo medio de 

difusión oficial el veinte de julio de dos mil seis, o de la Ley de Ingresos 

del Municipio de Durango, Durango, para el ejercicio fiscal dos mil 

veintiséis, los cuales contemplan un costo anual actualizado dividido 

entre los sujetos del derecho.
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Derivado de lo anterior, se entiende que al inicio de la vigente 

Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Durango, cobraban 

vigencia los numerales 208, 209 y 210 de la anterior Ley de Hacienda 

de los Municipios del Estado de Durango, pero actualmente están 

derogados.

Por tanto, al soportar los actos en una legislación que ha dejado 

de tener vida jurídica, incumple con el principio de legalidad tributaria al 

no tener vigencia en la época de su aplicación, sin que baste que el 

derecho de que se trata esté previsto de manera formal y material 

puesto que la propia vigencia de la ley ocasiona que el contribuyente 

pueda estar seguro de todos y cada uno de los factores que influyen en 

el cálculo del derecho del servicio de alumbrado público o servicio 

público de iluminación.

Cabe señalar por analogía y en relación a la validez y vigencia 

de las leyes, la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la página 173 del Volumen 91-96, 

Primera Parte, Séptima Época, del Semanario Judicial de la 

Federación.

“IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN 
MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. El principio de legalidad se encuentra 
claramente establecido por el artículo 31 
constitucional, al expresar, en su fracción IV, que los 
mexicanos deben contribuir para los gastos públicos 
de la manera proporcional y equitativa que dispongan 
las leyes y está, además, minuciosamente 
reglamentado en su aspecto formal, por diversos 
preceptos que se refieren a la expedición de la Ley 
General de Ingresos, en la que se determinan los 
impuestos que se causarán y recaudarán durante el 
período que la misma abarca. Por otra parte, 
examinando atentamente este principio de legalidad, a 
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la luz del sistema general que informa nuestras 
disposiciones constitucionales en materia impositiva y 
de explicación racional e histórica, se encuentra que la 
necesidad de que la carga tributaria de los gobernados 
esté establecida en una ley, no significa tan solo que el 
acto creador del impuesto deba emanar de aquel poder 
que, conforme a la Constitución del Estado, está 
encargado de la función legislativa, ya que así se 
satisface la exigencia de que sean los propios 
gobernados, a través de sus representantes, los que 
determinen las cargas fiscales que deben soportar, 
sino fundamentalmente que los caracteres esenciales 
del impuesto y la forma, contenido y alcance de la 
obligación tributaria, estén consignados de manera 
expresa en la ley, de tal modo que no quede margen 
para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni 
para el cobro de impuestos imprevisibles o a título 
particular, sino que el sujeto pasivo de la relación 
tributaria pueda, en todo momento, conocer la forma 
cierta de contribuir para los gastos públicos del 
Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar 
las disposiciones generales de observancia obligatoria, 
dictadas con anterioridad al caso concreto de cada 
causante. Esto, por lo demás, es consecuencia del 
principio general de legalidad, conforme al cual ningún 
órgano del Estado puede realizar actos individuales 
que no estén previstos y autorizados por disposición 
general anterior, y está reconocido por el artículo 14 de 
nuestra Ley Fundamental. Lo contrario, es decir, la 
arbitrariedad en la imposición, la imprevisibilidad en las 
cargas tributarias y los impuestos que no tengan un 
claro apoyo legal, deben considerarse absolutamente 
proscritos en el régimen constitucional mexicano, sea 
cual fuere el pretexto con que pretenda justificárseles”.

Incluso, ninguna dificultad implica advertir que esas 

contribuciones se calculan con base en tasas que se aplican a la 
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cantidad que resulte del consumo de energía eléctrica por parte del 

contribuyente. 

Así, en relación con los sistemas impositivos de esa índole el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la 

jurisprudencia P. 6, visible en la página 134 del Tomo I, Primera Parte-

1, Enero-Junio de 1988, Octava Época, del Semanario Judicial de la 

Federación, que señala: 

“ALUMBRADO PÚBLICO, DERECHOS POR SERVICIO 
DE. LAS LEYES O CÓDIGOS LOCALES QUE 
ESTABLECEN COMO REFERENCIA PARA SU COBRO 
LA CANTIDAD QUE SE PAGA POR EL CONSUMO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA SON INCONSTITUCIONALES 
PORQUE INVADEN LA ESFERA DE ATRIBUCIONES DE 
LA FEDERACIÓN. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 73, fracción XXIX, inciso 5o., subinciso a), de 
la Constitución, es facultad del Congreso de la Unión 
establecer contribuciones sobre el consumo de energía 
eléctrica; ahora bien, cuando en los códigos y leyes 
locales se prevé que los derechos por servicio de 
alumbrado público se calculen tomándose como base 
la cantidad que se paga por consumo de energía 
eléctrica, en realidad se establece un gravamen sobre 
dicho consumo y no un derecho previsto por la 
legislación local. En efecto, debe existir una relación 
lógica entre el objeto de una contribución y su base, 
principio que se rompe en casos como éstos, pues 
ninguna relación hay entre lo que se consume de 
energía eléctrica y la cantidad que debe pagarse por el 
servicio de alumbrado público, debiendo concluirse 
que en realidad se trata de una contribución 
establecida por las legislaturas locales al consumo de 
fluido eléctrico, con lo cual invaden la esfera de 
facultades exclusivas de la Federación y contravienen 
la Constitución General de la República”.
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En ese mismo sentido es de citar la jurisprudencia 2a./J. 

25/2004, consultable en la página 317 del Tomo XIX, Marzo de 2004, 

Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

que dispone: 

“ALUMBRADO PÚBLICO. LAS DIVERSAS LEYES DE 
INGRESOS DE LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE 
GUANAJUATO PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2003, 
QUE PREVÉN LA TASA APLICABLE A ESA 
CONTRIBUCIÓN ESPECIAL, INVADEN LA ESFERA DE 
ATRIBUCIONES DE LA FEDERACIÓN. La Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
tesis de jurisprudencia 2a./J. 158/2002, estableció que 
si no se impugnó oportunamente la Ley de Hacienda 
para los Municipios de esa entidad federativa, que 
prevé los sujetos, objeto, base y época de pago de la 
"contribución especial por servicio de alumbrado 
público", debe tenerse por consentida, y que al emitirse 
anualmente las Leyes de Ingresos para cada Municipio 
de ese Estado, surge la posibilidad de impugnar en 
amparo sólo respecto de la tasa ahí prevista; ahora 
bien, en virtud de que los porcentajes de dicha tasa se 
hacen depender de las tarifas que para la venta del 
servicio público de energía eléctrica establece la Ley de 
Servicio Público de Energía Eléctrica y su Reglamento, 
cuya emisión compete al ámbito federal, así como las 
contribuciones correspondientes según lo establece el 
artículo 73, fracciones X y XXIX, inciso 5o., subinciso a) 
de la Constitución Federal, cuando se impugnen las 
citadas leyes de ingresos, en cuanto a este elemento, 
también es aplicable, en términos del artículo 76 bis, 
fracción I, de la Ley de Amparo, la tesis jurisprudencial 
temática P./J. 6/88 de rubro: "ALUMBRADO PÚBLICO, 
DERECHOS POR SERVICIO DE. LAS LEYES O 
CÓDIGOS LOCALES QUE ESTABLECEN COMO 
REFERENCIA PARA SU COBRO LA CANTIDAD QUE SE 
PAGA POR EL CONSUMO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
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SON INCONSTITUCIONALES PORQUE INVADEN LA 
ESFERA DE ATRIBUCIONES DE LA FEDERACIÓN."”.

Por tanto, es de agregarse que las citadas jurisprudencias 

temáticas implican una declaratoria de inconstitucionalidad de las 

normas en que se fundamentan los actos de aplicación reclamados, 

dado que esos pronunciamientos parten de hipótesis esencialmente 

idénticas al sistema impositivo contenido en los numerales 208, 209 y 

210 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de Durango, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el seis de 

marzo de mil novecientos ochenta y ocho.

Derivado de lo anterior es que no incide que la amparista haya 

realizado el pago del derecho sobre el servicio de alumbrado público o 

servicio público de iluminación, en relación con el mes anterior de dos 

mil veintiséis al que reclama en este juicio constitucional, toda vez que 

ante la falta de vigencia de los normativos atacados y por la citada 

declaratoria de inconstitucionalidad, para este juicio constitucional 

carece de relevancia el que los haya consentido previamente.

Ilustran las jurisprudencias P./J. 104/2007 y P./J. 105/2007, 

publicadas en las páginas 14 y 13, del Tomo XXVI, Diciembre de 2007, 

Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

que establecen:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE CUANDO 
EXISTE JURISPRUDENCIA TEMÁTICA SOBRE 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. ES 
OBLIGATORIA EN EL AMPARO, A FIN DE HACER 
PREVALECER LA SUPREMACÍA DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Debe suplirse la queja deficiente 
respecto del acto concreto de aplicación de una norma 
legal, que si bien no ha sido específicamente 
declarada inconstitucional a través de la 
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jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ingresa sin mayor dificultad dentro del ámbito 
de regulación de una jurisprudencia temática sobre 
inconstitucionalidad de leyes, entendida ésta como 
aquella referida a los actos legislativos que no pueden 
realizarse válidamente. Esta conclusión se justifica 
por las siguientes razones: 1) el Juez constitucional 
tiene el deber de hacer prevalecer la Constitución en 
cuanto ley suprema, además tiene facultades propias 
y autónomas para decidir si un acto o una ley viola 
alguna norma constitucional, con el efecto de 
inaplicarlo en el caso concreto, y para casos futuros 
en relación con el quejoso, por lo que, por mayoría de 
razón, tiene facultades para ejercer un prudente juicio 
de analogía con el objeto de verificar la aplicabilidad 
directa del principio contenido en la jurisprudencia al 
caso de su conocimiento; 2) de actualizarse el juicio 
de analogía, se surte la aplicabilidad del principio 
general contenido en la jurisprudencia, dando lugar en 
consecuencia al surgimiento del deber del juzgador 
para hacer prevalecer el derecho fundamental o la 
norma constitucional cuyo alcance ha sido definido; 3) 
el Juez constitucional tiene el deber de evitar la 
subsistencia de actos de aplicación de leyes 
declaradas inconstitucionales, con independencia de 
la no impugnación o el consentimiento de éstas, 
porque dichos actos al constituir una individualización 
de la norma legal, contienen necesariamente los vicios 
de inconstitucionalidad que la ley les ha trasladado, 
además de los posibles defectos propios de ilegalidad 
que en consecuencia se producen; y 4) el Juez 
constitucional tiene el deber de actuar conforme a 
derecho, lo que no ocurre si mediante su actuación 
impide la plena eficacia de la jurisprudencia temática 
invocada, pues ello implicaría la violación de los 
derechos fundamentales tutelados a través del orden 
jurídico”.
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“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
CONDICIONES PARA  QUE OPERE RESPECTO DE 
ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN DE LEYES 
DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN (AMPARO INDIRECTO Y 
DIRECTO). La suplencia de la queja deficiente en el 
caso de jurisprudencia sobre inconstitucionalidad de 
leyes no sólo se actualiza con respecto a la ley viciada 
(en amparo indirecto), sino también en cuanto a sus 
actos de aplicación reclamados (tanto en amparo 
indirecto como en directo). Esto es,  para que opere en 
ambas vías, la suplencia de la queja deficiente respecto 
del acto concreto de aplicación, únicamente se requiere 
que el juicio de amparo sea procedente respecto a 
dicho acto, por lo tanto es viable: 1) sin que sea 
necesario reclamar la ley respectiva; 2) sin importar 
que, en caso de reclamarse la ley, ésta haya sido 
consentida, y en general, sin necesidad de que el 
amparo resulte procedente en relación con dicha 
norma legal; y, 3) sin importar que el quejoso haya 
expuesto planteamientos para demostrar la 
inconstitucionalidad de los actos reclamados. De tal 
suerte que tanto en el amparo indirecto como en el 
directo, es posible el estudio de constitucionalidad de 
la ley aun cuando ésta haya sido consentida o incluso 
en caso de que no haya sido reclamada, pues ello sólo 
impediría el otorgamiento del amparo contra la ley 
misma, pero no contra los actos de su aplicación, más 
aún cuando éstos han sido impugnados en tiempo, y en 
consecuencia no han querido ser tolerados por el 
agraviado”.

En tales condiciones, lo procedente es conceder a la quejosa 

********* *********** ******** ******* ** ******* ******** , 

la protección federal que solicita para el efecto de que:

1. Dejen de aplicársele los derogados artículos 208, 209 y 210 

de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de Durango, 
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publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el seis de 

marzo de mil novecientos ochenta y ocho, sin perjuicio de que pueda 

realizarse el cobro de ese derecho conforme a la normatividad vigente.

2. Se le devuelva la cantidad que pagó por concepto de 

“Derecho de Alumbrado Público”, precisada en el aviso-recibo 

expedido a su nombre por Comisión Federal de Electricidad, Empresa 

Pública del Estado, referente al periodo facturado “31 ENE 26 – 28 

FEB 26”, relacionado con el número de servicio  ************, 

incluso las erogadas con posterioridad por tal concepto que se 

encuentren soportadas en porcentajes en cuanto se entienden 

derivadas de la citada legislación, las cuales deberán ser debidamente 

actualizadas; en el entendido que la Dirección Municipal de Finanzas y 

de Administración del Ayuntamiento de Durango es la que deberá 

hacer las gestiones conducentes para reintegrar tales importes. 

Pues sólo de esta manera se podrá restituir al orden 

constitucional quebrantado, como lo manda el numeral 77, fracción I, 

de la Ley de Amparo. 

Apoya la jurisprudencia 2a./J. 13/2008, de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 592, 

del Tomo XXVII, Febrero de 2008, Novena Época, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

“LEYES TRIBUTARIAS. EL EFECTO DE LA SENTENCIA 
DE AMPARO QUE DECLARA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LA NORMA EN QUE SE 
FUNDA EL PAGO DE UNA CONTRIBUCIÓN, CONLLEVA 
EL DERECHO A LA DEVOLUCIÓN DE LAS 
CANTIDADES ENTERADAS DEBIDAMENTE 
ACTUALIZADAS (CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO 
FEDERAL). El efecto de la sentencia que concede el 
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amparo y declara la inconstitucionalidad de la norma 
tributaria en que se funda el pago de una contribución, 
es la desincorporación de la esfera jurídica del 
contribuyente de la respectiva obligación tributaria, que 
conlleva a la devolución del saldo a favor originado con 
motivo de tal declaratoria. Por tanto, aun cuando la 
norma declarada inconstitucional no establezca la 
actualización del monto a devolver, a fin de cumplir con 
el artículo 80 de la Ley de Amparo, la autoridad fiscal 
queda obligada a devolver el monto debidamente 
actualizado, toda vez que sólo así se restituye al 
gobernado en el pleno goce de la garantía individual 
violada”. 

Así como la jurisprudencia P./J. 112/99, sustentada por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 

19, del Tomo X, Noviembre de 1999, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, que dispone:

“AMPARO CONTRA LEYES. SUS EFECTOS SON LOS 
DE PROTEGER AL QUEJOSO CONTRA SU 
APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA. El principio de 
relatividad de los efectos de la sentencia de amparo 
establecido en los artículos 107, fracción II, 
constitucional y 76 de la Ley de Amparo, debe 
interpretarse en el sentido de que la sentencia que 
otorgue el amparo tiene un alcance relativo en la 
medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso 
que haya promovido el juicio de amparo. Sin embargo, 
este principio no puede entenderse al grado de 
considerar que una sentencia que otorgue el amparo 
contra una ley sólo protegerá al quejoso respecto del 
acto de aplicación que de la misma se haya reclamado 
en el juicio, pues ello atentaría contra la naturaleza y 
finalidad del amparo contra leyes. Los efectos de una 
sentencia que otorgue el amparo al quejoso contra una 
ley que fue señalada como acto reclamado son los de 
protegerlo no sólo contra actos de aplicación que 
también haya impugnado, ya que la declaración de 
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amparo tiene consecuencias jurídicas en relación con 
los actos de aplicación futuros, lo que significa que la 
ley ya no podrá válidamente ser aplicada al peticionario 
de garantías que obtuvo la protección constitucional 
que solicitó, pues su aplicación por parte de la 
autoridad implicaría la violación a la sentencia de 
amparo que declaró la inconstitucionalidad de la ley 
respectiva en relación con el quejoso; por el contrario, 
si el amparo le fuera negado por estimarse que la ley es 
constitucional, sólo podría combatir los futuros actos 
de aplicación de la misma por los vicios propios de que 
adolecieran. El principio de relatividad que sólo se 
limita a proteger al quejoso, deriva de la interpretación 
relacionada de diversas disposiciones de la Ley de 
Amparo como son los artículos 11 y 116, fracción III, 
que permiten concluir que en un amparo contra leyes, 
el Congreso de la Unión tiene el carácter de autoridad 
responsable y la ley impugnada constituye en sí el acto 
reclamado, por lo que la sentencia que se pronuncie 
debe resolver sobre la constitucionalidad de este acto 
en sí mismo considerado; asimismo, los artículos 76 
bis, fracción I, y 156, que expresamente hablan de leyes 
declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y, 
finalmente, el artículo 22, fracción I, conforme al cual 
una ley puede ser impugnada en amparo como 
autoaplicativa si desde que entra en vigor ocasiona 
perjuicios al particular, lo que permite concluir que al 
no existir en esta hipótesis acto concreto de aplicación 
de la ley reclamada, la declaración de 
inconstitucionalidad que en su caso proceda, se refiere 
a la ley en sí misma considerada, con los mismos 
efectos antes precisados que impiden válidamente su 
aplicación futura en perjuicio del quejoso. 
Consecuentemente, los efectos de una sentencia que 
otorga la protección constitucional al peticionario de 
garantías en un juicio de amparo contra leyes, de 
acuerdo con el principio de relatividad, son los de 
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proteger exclusivamente al quejoso, pero no sólo 
contra el acto de aplicación con motivo del cual se 
haya reclamado la ley, si se impugnó como 
heteroaplicativa, sino también como en las leyes 
autoaplicativas, la de ampararlo para que esa ley no le 
sea aplicada válidamente al particular en el futuro”.

También la tesis 3a. LXX/93, de la Tercera Sala del Máximo 

Tribunal del País, que se puede leer en la página 353, del Tomo XII, 

Diciembre de 1993, Octava Época, del Semanario Judicial de la 

Federación, que señala:

“ALUMBRADO PÚBLICO. EN CUMPLIMIENTO DE UNA 
EJECUTORIA DE AMPARO CORRESPONDE AL 
AYUNTAMIENTO DEVOLVER LAS CANTIDADES 
CUBIERTAS POR EL DERECHO RELATIVO (LEY DE 
INGRESOS DE LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE 
GUERRERO PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 1991). Si 
en una ejecutoria de garantías se otorgó la protección 
constitucional al quejoso contra los artículos 49, 50 y 
51 de la Ley de Ingresos de los Municipios del Estado 
de Guerrero para el Ejercicio Fiscal de 1991, que 
establecen el derecho de alumbrado público, 
corresponde al Ayuntamiento respectivo la devolución 
de las cantidades cubiertas por el quejoso por tal 
concepto, pues de conformidad con el artículo 8o. de la 
Ley citada la recaudación de todas las contribuciones 
en ella previstas debe hacerse, sin excepción alguna, a 
través de las oficinas exactoras de la Tesorería 
Municipal, sin que obste a lo anterior el hecho de que 
físicamente no hayan ingresado a la hacienda 
municipal, en virtud de la existencia de un convenio 
celebrado entre el Gobernador y Secretario General de 
Gobierno del Estado de Guerrero, en representación de 
los Ayuntamientos de los Municipios de dicho Estado, 
y la Comisión Federal de Electricidad para que esta 
última recaudara el derecho de alumbrado público y 
aplicara tales recursos a cubrir las facturaciones que 
por consumo de energía eléctrica se adeudaban por los 
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municipios, toda vez que ello no significa que los 
ingresos recaudados por concepto de derecho de 
alumbrado público no pasen a formar parte de las 
haciendas municipales, pues al aplicarse a cubrir los 
adeudos de ésta tales ingresos integran dichas 
haciendas, independientemente de quién actúe como 
recaudadora de la contribución”.

Y la jurisprudencia 2a./J. 188/2004, consultable en la página 

470, del Tomo XXI, Enero de 2005, Novena Época, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, que señala:

“AMPARO CONTRA LEYES FISCALES. OBLIGA A LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES APLICADORAS A 
DEVOLVER LAS CANTIDADES ENTERADAS. Conforme 
al artículo 80 de la Ley de Amparo y a la tesis de 
jurisprudencia 201, publicada en el Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo I, 
Materia Constitucional, página 195, con el rubro: 
‘LEYES, AMPARO CONTRA, EFECTOS DE LAS 
SENTENCIAS DICTADAS EN.’, el efecto de la sentencia 
que otorga la protección constitucional es restituir al 
quejoso en el pleno goce de la garantía individual 
violada, restableciendo las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación. En ese sentido, 
cuando se otorga el amparo contra una norma fiscal, el 
efecto de la sentencia será que dicha disposición no se 
aplique al particular y que las autoridades que 
recaudaron las contribuciones restituyan no sólo las 
cantidades que como primer acto de aplicación de esa 
norma se hayan enterado, sino también las que de 
forma subsecuente se hayan pagado, dado que al ser 
inconstitucional la norma, todo lo actuado con 
fundamento en ella es inválido”.

Por lo expuesto y fundado, se
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PRIMERO. SE SOBRESEE en este juicio de garantías 

promovido por  ********* *********** ******** ******* 

** ******* ********, contra el acto que reclamó de Comisión 

Federal de Electricidad, Empresa Pública del Estado, conforme al 

considerando cuarto de esta sentencia.

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 

PROTEGE a  ********* *********** ******** ******* 

** ******* ********, contra los derogados dispositivos 208, 209 y 

210 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de Durango, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de Durango el seis de 

marzo de mil novecientos ochenta y ocho, que reprochó del Congreso y 

del Gobernador Constitucional, ambos del Estado de Durango, y su 

aplicación por el Ayuntamiento del Municipio de Durango y el Director 

Municipal de Administración y Finanzas del mismo Ayuntamiento. El 

amparo se concede para los efectos precisados en la parte final del 

último considerando de esta sentencia. 

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma el Titular del Juzgado Tercero de 

Distrito en el Estado de Durango, Juez Carlos Eduardo López 

Fuentes, con el Secretario de la sección de amparo Jesús Guerrero 

Durán, que autoriza y da fe.

Finalmente, el Secretario certifica que en cumplimiento al artículo 26 
bis del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que abroga los Acuerdos de contingencia por Covid-19 y 
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones relativas a la 
utilización de medios electrónicos y soluciones digitales como 
ejes rectores del nuevo esquema de trabajo en las áreas 
administrativas y órganos jurisdiccionales, que la presente 
diligencia que incluye la audiencia y sentencia se firmó en el día y hora 
en que aparecen las firmas criptográficas en virtud del tiempo que llevó 
su desarrollo, así como la temporalidad que lleva al Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes para generar las firmas electrónicas.

20308, 20309, 20310, 20311 y 20312
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